PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA H. CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE:

LEY

ARTÍCULO  1º: Suspéndense los trámites y términos procesales de los juicios iniciados por la Cooperativa de Vivienda, Consumo y Servicios “Integración y Progreso” Ltda., tendientes a obtener el desahucio de inmuebles y/o cuyo objeto fuera el cobro de deudas originadas por gastos de expensas del Complejo Habitacional Wilde, del Partido de Avellaneda, en cualquier etapa que se encuentren los mismos, aun con ejecución de sentencia y los que se encuentren rematados, con pedido de desalojo, por el término de trescientos sesenta (360) días, en el ámbito de la provincia de Buenos Aires.

ARTÍCULO  2º: Créase una Comisión Revisora ad hoc, compuesta por un diputado, un senador y un representante del Poder Ejecutivo, la que deberá ser conformada dentro de los quince días hábiles posteriores a la publicación de esta ley en el Boletín Oficial. Durante el plazo establecido en el art. 1º, la Comisión Revisora procederá a determinar si los montos exigidos en concepto de expensas por la Cooperativa de Vivienda, Consumo y Servicios “Integración y Progreso” Ltda., son los correctos y se ajustan a la realidad de acuerdo a sus comprobantes respaldatorios de los montos reclamados. Los legisladores serán elegidos por sus pares, por mayoría simple, mientras que el representante del Poder Ejecutivo será seleccionado por el Sr. Gobernador.

ARTÍCULO  3º: En el plazo de marras, la Comisión Revisora determinará si la Cooperativa de Vivienda, Consumo y Servicios “Integración y Progreso” Ltda. se encuentra legitimada para actuar en carácter de Administrador del Consorcio, y si se encuentra autorizada por el INAES para desarrollar dicha actividad.

ARTÍCULO  4º: Una vez cumplido con lo establecido en los artículos que anteceden, para el caso en el que la Comisión Revisora detectara la perpetración de delitos, deberá promover acción penal por ante el órgano competente. Para el caso en el que se determine la regularidad de los actos de la Cooperativa de Vivienda, Consumo y Servicios “Integración y Progreso” Ltda., así lo dictaminará la Comisión y se facultará al Poder Ejecutivo a establecer y acordar con los propietarios, adjudicatarios y la Cooperativa mencionada, los mecanismos que faciliten la cancelación de los montos correctos de las acreencias originadas por deudas de expensas, o a renegociar plazos y condiciones.

ARTÍCULO  5º: La presente ley es de Orden Público y deberá ser aplicada de oficio por los jueces que entiendan en las respectivas acciones judiciales, en cualquier estado del proceso e incluso si la parte demandada se encontrara en estado de contumacia. 

ARTÍCULO 6º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

 

Visto el expediente “Expte. S01:0262073/2006 – Situación del Complejo Habitacional de  Wilde  – Avellaneda – Provincia de Buenos Aires”, emitido por la Subsecretaría de Tierras para el Hábitat Social, dependiente de la Secretaría de Obras Públicas del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, del que surge una situación de extrema injusticia que requiere un rápido accionar por parte de los Representantes del Pueblo.

 

Que en el marco del referido informe se destaca que una Cooperativa de Vivienda ejerce en forma inconsulta y arbitraria la administración de consorcios integrados por más de dos mil unidades funcionales ubicadas en Wilde, Pdo. de Avellaneda.

 

Que en el marco de la administración ilegítimamente ejercida, el ente supuestamente cooperativo se encontraría avocado a elevar el justo monto de las expensas, llevando de esa forma a los consorcistas a caer en morosidad, para de esa forma iniciar procedimientos judiciales dirigidos al remate del bien, el cual es –en general- comprado por la mencionada cooperativa o por terceros allegados a la misma.

 

Que sin tener en cuenta que se trata de un complejo habitacional creado con el fin social de acceso a la vivienda, con el patrocinio del Instituto Provincial de la Vivienda y en un predio perteneciente al mismo –lo que necesariamente implica el carácter humilde de sus moradores-, la cooperativa exige el pago de sumas hasta superiores a los doscientos pesos ($ 200,00.-) mensuales en concepto de expensas comunes.

 

Que la intervención del órgano de control (INAES) aparece como paralizada, por lo que no se vislumbra una rápida solución para la problemática de marras.

 

Que se han detectado más de dos centenares de procesos en trámite por ante los Tribunales de Lomas de Zamora, que tienen por actor a la cooperativa y por objeto el cobro ejecutivo de expensas, tipo de proceso que ante la imposibilidad de pago del demandado culmina necesariamente con la venta en público remate del inmueble. 

 

Que el tipo de proceso -ejecutivo, de conocimiento limitado-, impide que el ejecutado ejerza defensas basadas en la ilicitud de los montos reclamados en concepto de expensas, así como que el carácter humilde de los damnificados, en la mayoría de los casos, les impide acceder a patrocinio letrado.

 

Que tal circunstancia pone en peligro la estabilidad habitacional de más de doce mil personas.

 

Que no puede perderse de vista que existe la apariencia fundada de que programas sociales emanados de la Provincia y financiados con sus fondos, dirigidos a paliar una problemática de raigambre constitucional –como es la del acceso a la vivienda digna-, pretenden ser transformados en un formidable negocio inmobiliario para unos pocos.

 

Que existen al menos tres acciones penales en trámite contra los directivos de la cooperativa.

 

Que una vez que los poseedores sean desapoderados de sus inmuebles, y los mismos sean vendidos a un tercer adquirente de buena fe, resultaría imposible retrotraer los efectos de la situación de la que da cuenta el informe.

 

Que la única forma de detener los efectos nocivos de la actividad de la cooperativa es a través del dictado de una ley que mantenga el statu quo y propugne una investigación, arbitrándose los medios necesarios para determinar la legitimación activa de la cooperativa para administrar consorcios, así como la validez o ilicitud de los montos requeridos en concepto de expensas, creando un mecanismo de solución del conflicto para el hipotético en el que asista razón a la cooperativa.

 

Es por todo lo expuesto que se propicia el voto afirmativo de los señores diputados para convertir en ley el presente proyecto.

